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TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES DE PROCEDIBILIDAD / QUE NO SE TRATE DE SENTENCIA DE TUTELA / LO ÚNICO PROCEDENTE EN TALES CASOS ES LA REVISIÓN POR LA CORTE CONSTITUCIONAL.
En el presente asunto la acción constitucional va encaminada a atacar una serie de decisiones judiciales tomadas por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, al interior de la acción de tutela impetrada por la señora María Gladys en contra de la EPS Medimás, por tal razón, antes de entrar a hacer un análisis frente a los problemas jurídicos propuestos en párrafos anteriores, es necesario determinar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad que rigen la acción de tutela…
… es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional, a fin de unificar criterios, ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional…
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada… 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez…
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados…

f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”

Si aterrizamos los anteriores presupuestos al caso que nos ocupa, se puede colegir a prima facie que esta Sala de Decisión se encuentra maniatada para dar solución…, y es que como viene de verse, la jurisprudencia pacífica de la jurisdicción constitucional nos ha enseñado desde sus inicios, que siempre será inviable controvertir en sede de tutela lo resuelto o decidido en un trámite de igual naturaleza, máxime cuando el único órgano que tiene competencia para revisar ese tipo de decisiones es la Corte Constitucional…
Aunado a lo anterior, puede afirmarse que la accionante tiene a su alcance otro mecanismo de defensa judicial, como es deprecar ante el Órgano de Cierre en materia constitucional la revisión de su sentencia…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, doce (12) de septiembre de dos mil diecinueve (2019) 

Hora: 3:50 p.m.  
Aprobado por Acta No. 811 
ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora MARÍA GLADYS ZAPATA CASTAÑO, en contra del JUZGADO SEXTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:
Se tienen como relevantes los siguientes: 
· La señora María Gladys Zapata Castaño instauró acción de tutela en contra de la EPS Medimás, por considerar vulnerado su derecho fundamental a la salud, hipótesis que fue compartida por el Juzgado que conoció del asunto en primera instancia, quien decidió acceder a la petición de amparo, e impartir una serie de órdenes en contra de la demandada, entre las cuales se encontraba el suministro en favor de la actora de un tratamiento integral para la patología de artritis reumatoide.
· Como quiera que la aludida decisión fue objeto de impugnación, promovida por la encartada, el conocimiento del asunto lo asumió el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, Despacho que avaló parcialmente la sentencia recurrida, pues dejó en firme la decisión de ordenar la entrega de unos medicamentos en favor de la señora María Gladys, pero revocó la orden de tratamiento integral, con lo que la actora considera gravemente afectadas sus garantías fundamentales, en especial al debido proceso, máxime cuando dicha revocatoria obedeció a los argumentos inverosímiles presentados por la EPS en su recurso. 
· Inconforme y confundida con lo decidido, la accionante presentó derecho de petición ante el Juzgado Sexto Penal del Circuito, pidiéndole que aclarara los alcances de la sentencia de segunda instancia, porque en su criterio se estaba dejando a la deriva su atención en salud, a lo cual se debía sumar el hecho de no comprender a qué tiene entonces derecho y a qué no, ni tampoco qué acciones debe seguir para reclamar el cumplimiento de las órdenes relacionadas con la acción de tutela.
· Refirió que no tiene idea de los mecanismos que debe agotar para reclamar una atención adecuada para la patología que padece, pues le atemoriza que por la revocatoria del tratamiento integral, se le nieguen los procedimientos o controles médicos que requiera para la recuperación de su salud; tampoco sabe cómo enfrentar el incumplimiento de la entidad, en caso de persistir en su omisión de entregarle los medicamentos ordenados por los médicos.      
· En conclusión, la sentencia de segunda instancia proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira viola sus derechos fundamentales. 

PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, la accionante solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, y como consecuencia de ello, se le ordene al Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira que esclarezca de fondo el alcance de la decisión adoptada en la acción de tutela, para así lograr reclamar el tratamiento y control de la enfermedad crónica que padece, puesto que la sentencia es confusa. 
TRÁMITE PROCESAL:
Se recibió en el Despacho la presente acción en las calendas del 29 de agosto hogaño, fecha en la cual se avocó su conocimiento y se ordenó correr traslado al Juzgado Sexto Penal del Circuito para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
En dicho término se recibió memorial por parte del Despacho de marras, a través del cual expuso que el día 22 de julio del año que avanza dictó sentencia de segunda instancia en la acción de tutela de radicado 2019-00167, y que el 30 de ese mismo mes y año, la accionante radicó allí un derecho de petición en el que pedía que se le informara cuáles eran los alcances del aludido fallo. Al petitorio se le dio respuesta el 2 de agosto de los cursantes, por medio del cual se le explicó a la señora María Gladys que no era viable acceder a lo solicitado, pues a nivel jurisprudencial se ha decantado que si bien las personas pueden incoar ante los jueces peticiones respetuosas, éstas no pueden recaer sobre los procesos adelantados por estos. 
Puntualizó que no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados.   

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Competencia: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

Problema jurídico:

De conformidad con los planteamientos y reproches formulados por la accionante en su escrito de tutela, la Sala se encuentra en presencia de dos problemas jurídicos a resolver: 
1. ¿Con el fallo de tutela de segunda instancia, proferido por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira en las calendas del 22 de julio de 2019, con ocasión de la solicitud de amparo deprecada por la señora María Gladys Zapata Castaño en contra de la EPS Medimás, se transgredieron sus garantías fundamentales por el hecho de no modificar lo resuelto por el Juez de primera instancia? 

2. ¿Se desconocieron los derechos de petición y debido proceso de la señora María Gladys Zapata Castaño por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, en lo concerniente a la solicitud de aclaración de los alcances del fallo de segunda instancia presentada ante esa célula judicial el 30 de julio de 2019?   
Solución: 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado Social y Democrático de Derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es entonces, un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
. Consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Sobre la procedencia de la acción constitucional: 

En el presente asunto la acción constitucional va encaminada a atacar una serie de decisiones judiciales tomadas por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, al interior de la acción de tutela impetrada por la señora María Gladys en contra de la EPS Medimás, por tal razón, antes de entrar a hacer un análisis frente a los problemas jurídicos propuestos en párrafos anteriores, es necesario determinar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad que rigen la acción de tutela, los cuales deben ser superados de manera exitosa, pues solo así se abriría paso al análisis de fondo con respecto a los reproches expresados por la actora en contra del Despacho judicial demandado.   
Lo anterior, encuentra su justificación en la necesidad de respetar los principios de autonomía judicial, del juez natural y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia. Así las cosas, es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional, a fin de unificar criterios, ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:
Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Si aterrizamos los anteriores presupuestos al caso que nos ocupa, se puede colegir a prima facie que esta Sala de Decisión se encuentra maniatada para dar solución al primero de los problemas jurídicos decantados al inicio, que consiste en establecer si el Juzgado demandado desconoció los derechos fundamentales de la señora María Gladys con lo decidido en el trámite tutelar de segunda instancia en la acción de amparo incoada por ella, y es que como viene de verse, la jurisprudencia pacífica de la jurisdicción constitucional nos ha enseñado desde sus inicios, que siempre será inviable controvertir en sede de tutela lo resuelto o decidido en un trámite de igual naturaleza, máxime cuando el único órgano que tiene competencia para revisar ese tipo de decisiones es la Corte Constitucional, y que además, según lo exige el artículo 37
 del Decreto 2591 de 1991, es necesario que quien acude a este tipo de acción, no haya presentado otra igual por los mismos hechos y en reclamo de los mismos derechos, situaciones que al encontrarse configuradas en el caso bajo estudio,  invalidan el camino de la acción de amparo como alternativa para dar solución a los planteamientos de la señora María Gladys.
Aunado a lo anterior, puede afirmarse que la accionante tiene a su alcance otro mecanismo de defensa judicial, como es deprecar ante el Órgano de Cierre en materia constitucional la revisión de su sentencia, así lo ha indicado
 propiamente esa Corporación, mírese: 
“La ratio decidendi en este caso excluye la acción de tutela contra sentencias de tutela. El afectado e inconforme con un fallo en esa jurisdicción, puede acudir ante la Corte Constitucional para solicitar su revisión. En el trámite de selección y revisión de las sentencias de tutela la Corte Constitucional analiza y adopta la decisión que pone fin al debate constitucional. Este procedimiento garantiza que el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional conozca la totalidad de las sentencias sobre la materia que se profieren en el país y, mediante su decisión de no seleccionar o de revisar, defina cuál es la última palabra en cada caso. Así se evita la cadena de litigios sin fin que se generaría de admitir la procedencia de acciones de tutela contra sentencias de tutela, pues es previsible que los peticionarios intentarían ejercerla sin límite en busca del resultado que consideraran más adecuado a sus intereses lo que significaría dejar en la indefinición la solicitud de protección de los derechos fundamentales. La Corte Constitucional, como órgano de cierre de las controversias constitucionales, pone término al debate constitucional, e impide mantener abierta una disputa que involucra los derechos fundamentales de la persona, para garantizar así su protección oportuna y efectiva.”
Por otra parte, en lo atinente a la vulneración de los derechos fundamentales de petición y debido proceso invocados, con respecto a la petición de aclaración del fallo que ante el Despacho demandado presentó la actora, considera la Sala que si bien su análisis sí es procedente, porque lo que se alega o ataca no es el contenido del fallo en sí mismo, sino que está relacionado con un acto de mero trámite, pero lo cierto es que frente a dicho tópico no le asiste razón a la accionante para efectuar ningún tipo de señalamiento en contra del Juzgado, y es que en primer lugar, a su memorial se le dio respuesta de manera expedita, teniendo en consideración que el escrito se radicó en las calendas del 30 de julio de 2019, mientras que la contestación data del 2 de agosto de 2019. 

En ese orden de ideas, no puede la Sala pasar por alto que el fallo del Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira se dictó el 22 de julio de 2019, y que en esa misma fecha fue remitido al correo para notificaciones suministrado por la accionante, lo que quiere decir que la misma quedó ejecutoriada el 25 de julio de 2019, teniendo en cuenta que en contra de aquella no procedían más recursos, que se encontraba debidamente notificada, y que ya había culminado el término de 3 días para solicitar su corrección, aclaración o complementación, de allí que obviamente el escrito presentado por la señora María Gladys fuera extemporáneo, lo cual inhabilitaba al Despacho para hacer pronunciamientos adicionales sobre el asunto.
Al respecto, se insiste en lo que ha dicho el Alto Tribunal Constitucional en casos como el que nos ocupa: 

“La única alternativa para manifestar inconformidad con la sentencia de tutela de segunda instancia propiamente dicha que se encuentra en firme, es la intervención de la parte interesada en el proceso de selección para revisión ante la Corte Constitucional, ya que de otra forma se propiciaría una cadena interminable de demandas contra sentencias de tutela, lo que pugna contra la efectividad de este mecanismo de protección constitucional (art. 86 C.P.), contra el principio fundamental dirigido a asegurar el goce efectivo de los derechos y deberes constitucionales (art. 2 C.P.) y contra el principio de la seguridad jurídica.

Este tratamiento diferencial según el tipo de sentencia judicial – los fallos de tutela y las demás providencias - se justifica por la especificidad del mecanismo judicial para la protección de los derechos fundamentales. Los eventuales errores de los jueces de tutela constitutivos de vías de hecho pueden ser corregidos en el trámite de revisión que se surte por parte de la Corte Constitucional como órgano de cierre del ordenamiento jurídico y garante de la seguridad jurídica.”

De acuerdo a todo lo dicho hasta ahora, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada por la señora María Gladys Zapata Castaño, al no haberse acreditado las reglas para su eventual procedencia. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo constitucional impetrada por la señora MARÍA GLADYS ZAPATA CASTAÑO en contra del JUZGADO SEXTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA; conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial”


� “El que interponga la acción de tutela deberá manisfestar, bajo la gravedad del juramento, que no ha presentado otra respecto de los mismos hechos y derechos. …”


� Corte Constitucional, Sentencia SU-1219 de 2001
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